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Accionante:  Carlos Al fonso Araujo Castro  

Demandado:  Nación – Departamento Administra tivo de la  

Función Pública  

Temas: Edad de reti ro forzoso. Inciso segundo del ar t ículo  

2.2.11.1.7. del  Decreto 648 del  19 de abri l  de 

20171, proferido por el presidente de la  República.  

 

 

SENTENCIA DE ÚNICA INSTANCIA- LEY 1437 DE 2011  

 

 

 

 

I.  ASUNTO 

 

 

1. La Subsección A de la  Sección Segunda del  Consejo de Estado 

en ejercicio  de sus atribuciones consti tucionales, como tribunal 

supremo de la  Jurisdicc ión de lo  Contencioso Administra tivo 2,  

decide en única instancia, la  demanda instaurada en ejercicio  del  

medio de control  de nul idad por el  señor Carlos Al fonso Araujo 

Castro, quien actúa en su propio nombre, en contra del  inciso 

segundo del  ar tículo  2.2 .11.1.7. del  Decreto 648 del 19 de abr i l  de 

20173,  proferido por el  presidente de la  República . 

 

 

 

 

 

 

 
1 «Por el  cual  se modi f ica y  adic iona el  Decre to 1083 de 2015, Reglamentario  
Único del  Sector  de la Función Públ ica»  
2 Ordinal  1 .º  del  art ículo 237 de la Const i tución Pol í t ica.  
3 «Por el  cual  se  modi f ica y adic iona el  Decreto 1083  de 2015, Reglamentario  
Único del  Sector  de la Función Públ ica » 
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II .  ANTECEDENTES 

 

2.1.  La demanda 4  

 

2. El  señor Carlos Al fonso Araujo Castro, actuando en su propio 

nombre, interpuso demanda en ejercic io del medio de control  de 

nul idad previsto  en el  ar tículo  137 de la  Ley 1437 de 2011, en donde 

se pretende la  nul idad del  inciso segundo del  ar t ículo  2.2 .11.1.7. 

del Decreto 648 del 19 de abri l  de 2017, proferido por el  presidente 

de la  República «Por el  cual  se modi fica y adiciona el  Decreto 

1083 de 2015, Reglamentario  Único del Sector de la Función 

Pública». 

 

3.  A fol io  26 5,  se sol ic i tó  la  suspensión prov isional  de los efectos 

del acuerdo acusado.  

 

2.2. Norma acusada 

 

4. El accionante sol ici ta la nul idad,  en su in tegridad, del inciso 

segundo del  ar tículo  2.2 .11.1.7. del  Decreto 648 del 19 de abr i l  de 

2017, proferido por  el  presidente  de la  República «Por el  cual  se 

modifica y adiciona el  Decreto 1083  de 2015, Reglamentario  Único 

del Sector  de la  Función Pública», que dispone:  

 

«ARTÍCULO  2.2 .11.1.7  Edad de  retiro  forzoso.  A parti r  de  la  
entrada en vigencia  de la Ley 1821 de 2016, la edad de setenta  
(70) años consti tuye impedimento para desempeñar  cargos  
públ icos,  sa lvo  las  excepciones  seña ladas en  el  ar t ículo  
2.2.11.1 .5.  
  
Las personas  que  an tes  de  la  entrada en  vigencia  de  la  Ley 1821 
de 2016 tuv ieren 65 años o  más y  con tinúan vinculadas  al  servicio  
públ ico, deberán ser  reti radas  del  servic io.  Lo anter ior ,  por cuan to 

no son destinatar ias de la  regulación de  que trata  la ci tada ley .» 6. 
 

 

2.3.  Hechos 

 

5.  Se indicó en la  demanda, que la  Ley 1821 de 2016 «Por medio 

de la cual  se modi fica la  edad máxima para el  re ti ro forzoso de las 

personas que desempeñan funciones públicas» , estableció  que las 

personas que se encontraban en ejercicio  de funciones públicas a 

 
4 Fol ios. 22 y s.s.  del  cuaderno principal .   
5 Fol ios 26 y s iguien tes del  cuaderno de medidas cautelares.  
6 ht tps:/ /www.funcionpubl ica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php ?i=80915  
 
 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=80915
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su entrada en vigencia (30 de diciembre de  2016) y que habían 

cumplido 65 años podían permanecer en sus cargos 

voluntariamente, siempre y cuando sigu ieran cotizando al  régimen 

de seguridad social  en salud, pensiones y riesgos laborales, sin  

perjuicio  de que hayan completado los requisi tos para acceder a la  

pensión.  

 

6. Sin embargo, con la expedición del inciso 2.° del art ícu lo  

2.2 .11.1.7. del Decreto 648 de 19 de abri l  de 2017 «Por el  cual  se 

modifica y adiciona el Decreto  1083 de 2015, Reglamentario Único 

del Sector  de la  Función Pública» se real izó una interpretación 

errónea del inciso 2.° de la Ley 1821 de 2016, que es desfavorable 

a los empleados públicos que se encuentran vinculados al  servicio  

públ ico y al  momento de entrar  a regir  la ley ya habían cumpl ido 

los 65 años de edad.      

 

7.  Según lo  relató, dentro del  trámi te  legislat ivo se observó que en  

el in forme de conci l iación del  proyecto de Ley 131 de 2015 

(Senado) y  110 de 2015 (Cámara),  presentado el  14 de diciembre 

de 2016 y publ icado en la  Gaceta del Congreso No. 1129 de l  14 de 

diciembre de 2016 se expresó que la apl icación de la Ley no 

cobi jar ía a quienes hubiesen cumplido  los 65 años antes de entrar  

en vigencia la  norma, sin  que se hubiesen in formado por los 

conci l iadores las razones de su inclusión y sin anál isis o  debate 

alguno frente al  tema . 

 

8. El 15 de diciembre de 2016, se presentó nuevamente in forme de 

conci l iación del proyecto de ley (publ icado en la gaceta del  

Congreso No. 1141 de 15 de diciembre de 2016) y nota aclaratoria  

al in forme de conci l iación (publ icado en la  Gaceta del  Congreso 

No. 1142 de 15 de diciembre de 2016) en el que se el iminó la  

inclusión incorporada en el informe de conci l iación publicado en la  

gaceta 1129, en relación con las personas que habían cumplido los 

65 años de edad.  

 

9. Según lo  indicó, en el informe de conci l iación publicado en la  

gaceta No. 1141 y en la  nota aclarator ia  publ icada en la gaceta No. 

1142, se observa que los conci l iadores informaron al  Congreso que 

«el texto radicado el d ía 14 de diciembre presentó a lgunos errores 

de transcripción». Pero no se rea l izó e l anál isis o  debate alguno, 

como tampoco se observó durante el  trámi te  del  proyecto 

proposición alguna, anál isis o  debate frente a la  inclusión de esta 

excepción para aquellos que ya tenían 65 años, excepto, la  

proposición de la  doctora Robledo, en relación con los notarios y  

en consideración a que se había  culminado e l  proceso de concurso 
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público y podrán afectarse derechos  adquiridos de las personas 

que participaron en este .  

 

10. Por el lo ,  se col ige que los empleados públicos que a la  entrada 

en vigencia de la  Ley 1821 de 2016 (30 de diciembre de 2016) 

tenían 65  años de edad, pueden permanecer en sus cargos 

voluntariamente, siempre y cuando continúen  cotizando al  régimen 

de seguridad social en salud, pensiones y riesgos laborales, así 

hayan completado los requisi tos para acceder a la  pensión de vejez 

o jubi lación, toda vez que a el los no se les apl ica  lo dispuesto e n 

el parágrafo 3 .°  del ar tículo 33 de la Ley 100 de 1993, modi ficado 

por el  ar t ículo  9.°  de la  Ley 797 de 2003, por expresa disposición 

legal.  

 

 

2.4. Normas violadas y concepto de violación.  

 

11. El  demandante consideró que con la expedición del  inciso 2.°  

del ar tículo 2.2 .11.1.7. del Decreto 648 del 19 de abri l  de 2017, 

proferido por presidente de la  República, se vulneraron los ar t ículos 

40, numeral  7 .°,  53 y 189 numeral  11 de la  Consti tución Pol ítica y 

el ar t ículo 2.° de la  Ley 1821 de 2016.     

 

12. Según el  accionante, la  norma demandada incurrió  en  las 

siguientes causales de anulación:  

 

 

• Violación al pr incipio de favorabil idad establecido en el 

artículo 53 de la Constitución Política y el acceso al 

desempeño de funciones y cargos públicos .  

 

 

13. El  ar t ículo  53 impone que se busque la  in terpretación más 

favorable a l trabajador en caso de duda en la apl icación e 

interpretación en las fuentes formales del derecho.  

 

14. Al respecto indicó que desde la  perspectiva de la Corte 

Consti tucional ,  señalada en la  sentencia C- 177 de 2005, la  

apl icación retrospectiva de la  Ley laboral opera siempre y cuando 

no haya cesado el vínculo laboral y en este sentido, e l trabajador 

cuya edad de reti ro  forzoso se hubiera veri ficado con anterioridad 

a la  entrada en v igencia de la  Ley 1821 de 2016, tie ne la  posibi l idad 

de hacer uso de la  opción que ofrece el ar t ículo  2.° de   la  misma 

ley, si  y solo si ,  la relación laboral  se encontraba v igente  al  

momento de la expedición de aquella .  
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15. En este caso lo establecido en el inciso 2.° del ar tículo  

2.2 .11.1.7. del  Decreto 648 de 19 de abri l  de 2017 proferido por el  

presidente de la  República establece una in terpretación errónea del  

inciso 2.° de la Ley 1841 de 2016, que es desfavorable a los 

empleados públicos que se encuentran vinculados al  servicio  

públ ico y al  momento de entrar  a  regi r la  ley ya habían cumplido los 

65 años de edad.        

 

 

• Violación del artículo 2.° de la  Ley 1821 de 2016.  

 

 

16. Según la  demanda, la  norma acusada viola ostensiblemente lo 

establecido en el  ar t ículo  2.° de la  Ley 1821 de 2016. 

 

17. Lo anterior porque , las personas que se encontraban en 

ejercicio de funciones públicas a la  entrada en vig or  de la  Ley (30 

de d iciembre de 2016) y que habían cumplido 65 años pueden 

permanecer en sus cargos voluntariamente siempre y cuando sigan 

cotizando al  rég imen de seguridad social en salud, pensiones y 

riesgos laborales. Lo anterior,  sin  perjuicio de que hayan 

completado los requisi tos para acceder de la pensión , toda vez que 

a el los no se les apl ica lo  dispuesto en el parágrafo 3.°  del  art ícu lo 

9.° de la  Ley 797 de 2003. 

 

 

• Exceso de la potestad reglamentaria.  

 

18. El  numeral 11 del  ar t ículo  189 de la Const i tución Pol ítica de 

Colombia le  asignó al presidente de la  República la a tribución de 

ejercer la  potestad reglamentaria  mediante la expedición de los 

decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida 

ejecución de las leyes y so pretexto del ejercicio  de la potestad 

reglamentaria mal  puede ampliarse el  ámbito  de apl icación de la  

ley. Y en este caso el  presidente de la  República le  dio  un ámbito 

de apl icación di ferente al  inciso 2.°  de la Ley 1821 de 2016.  

 

19. Finalmente es de indicar que a fo l io 22 e l demandante hizo 

alusión a la  falsa motivación, sin  expl icar de qué forma se configuró 

la causal  de nul idad mencionada.  
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2.5. Contestación de la  demanda  

 

20. El Departamento Administrat ivo de la  función Pública 7,  a 

través de apoderado,  se opuso a las pretensiones de la  demanda.  

 

21. Tal como lo  manifestó el apoderado , contrario  a lo  señalado por 

el demandante , la  Ley 1821 de 2016 no es apl icable a los servidores 

públicos que con anterioridad a su expedición tenían cumplidos 65 

años o más de edad y  en consecuencia configuraron  la  causal  legal 

de retiro del  servicio contemplada en el  l i tera l g)   del ar tículo  41 de 

la Ley 909 de 2004 « por edad de reti ro  forzoso» que consti tuye una 

hipótesis distin ta  a la  consagrada en el  ar t ículo  2.° de la  Ley 1821 

de 2016. 

 

22. En efecto, la  Ley 1821 de 2016 tiene como sus destinatarios a 

los servidores que, para el  momento su expedición , no tenían los 

65 años de edad y por esa razón tampoco configuraron  esa causal  

de retiro  del  servicio ,  pudiendo permanecer voluntariamente en el  

cargo hasta los 70 años, aunque hubiesen completado los requisi tos 

de pensión, sin  que les sea apl icable e l ar t ículo  9.° de la Ley 797 

de 2003.  

 

23. En consecuencia,  no son iguales ni  equiparables las hipótesis 

previstas en el  inciso 2.° del  art ículo 2.2.11.1.7. del  Decreto 648 de 

2017 (mayores de 65 años) y la contemplada en el  art ículo  2.° de  

la Ley 1821 de 2016 (menores de 65 años) lo  cual desvir túa los 

argumentos de nul idad del  actor,  toda vez que no se incurrió  en los 

vicios endi lgados.  

 

2.6. Trámite procesal  

 

24. Mediante providencia de 9 de jul io de 2019 8,  se admi tió  la  

demanda conforme con el art ículo 171 del CPACA y se ordenó la 

noti ficación al  representante legal de l Departamento Administra tivo 

de la  Función Pública, así como al  procurador delegado ante esta 

corporación y a la  Agencia Nacional  de Defens a Jurídica del Estado.  

 

25. Por auto de 10 de diciembre de 2020 9 se negó la  so l ici tud de 

suspensión provisional  de la  norma acusada.  

  

 
7 Ff .  58 y  s.s.  Cdno. 1.  
8 F.  44 y s .s.  
9 F.  40 a 45 cuaderno de medidas cautelares.  
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26. Mediante proveído de 22 de octubre de 2021 en apl icación del 

numeral  1 .°  del  ar tículo  182 A de la  Ley 1437 de 2011 se adoptaron 

las siguientes decisiones:  

 

- Se prescindió de la  audiencia inicial  prevista  en el ar tículo  

180 ibidem.  

 

- Se incorporaron las pruebas documenta les aportadas por las 

partes de conformidad con lo  señalado por el  art ículo  173 

del CGP. 

 
- La fi jación del  l i t igio  se estableció  en los siguientes términos:  

 

i )  «Deberá la Sala determinar s i ¿e l Departamento Admin istrat ivo de la  
Func ión Públ ica,  a l expedir  e l inc iso 2° del  art ícu lo 2.211.1.7 de l  
Decreto 648 del 19 de abr i l  de 2017, desconoc ió e l pr inc ipio de 
favorabil idad y las pautas dadas por e l art ículo 2.° de la Ley 1821 de 
2016 f rente a los empleados cuya edad de ret iro forzoso se hubiera 
verif icado con anter ior idad a la  ent rada en v igor de la citada Ley  1821 
de 2016 10? 
 

i i )  Deberá ver if icarse si ¿co n la expedic ión del inc iso 2. ° de l art í culo  
2.211.1.7 de l Decreto 648 del 19 de abr i l  de 2017 se incur r ió en fa lsa 
mot ivación y exceso de la potestad reg lamentar ia? » 

 

- De igual forma se dispuso que en caso de no presentarse 

recursos contra esta decis ión u  observaciones sobre la  

fi jación del  l i t igio , ordenó correr traslado a las partes y al  

Ministerio  Público para que presenten sus alegatos de 

conclusión y concepto respec tivamente.  

    

- La parte demandante 11 rei teró los argumentos mani festados 

en la  demanda, re ferentes a que se incurrió  en falsa 

motivación, exceso de la  potestad reglamentaria  y 

desconocimiento del pr incipio  de favorabi l idad para los 

empleados que a la  entrada en vigor de la  Ley 1821 de 2016 

tuvieran 65 años de edad y se encontraran vinculados al  

servicio .  Además, se desconoció lo  señalado por la  Corte 

Consti tucional  en sentencia C – 084 de 2018.  

 

- La apoderada del Departamento Administrat ivo de la  

Función Pública 12 insistió  en  que, contrario  a lo  considerado 

por el  demandante, los destinatarios de lo  dispuesto en el  

art ícu lo 2.° de la  Ley 1821 de 2016 ,  son aquellas personas 

 
10 «Por medio de la cual  se modi f ica la edad máxima para el  ret i ro forzoso de 
las personas que desempeñan funciones  públ icas».  
11 Ff .  75 y  s.s.  C. 1.  Índices 43 y 45 SAMAI.  
12 Fol ios 79 y s iguien tes C. 1. Índice 42 SAMAI.  
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que no se encontraban en la excepción consagrada en e l 

art ícu lo 1 ° de aquella  y ,   al  momento de entrar a regir  la  Ley 

1821 de 2016, no hubieran cumplido la edad 65 años. En 

consecuencia, estas personas de ninguna manera resultan 

afectadas con lo  dispuesto en el  inciso ahora acusado, razón 

por la  cual , los argumentos esbozados por el demandante, 

según los cuales, aquel:  ( i .)  puede ocasionar un perjuicio  

irremediable a los servidores públicos que se encuentran 

dentro del  ámbito del  art ículo segundo de la Ley 1821 de 

2016, y (i i )  viola  ostensiblemente lo  al l í  normado, no están 

l lamados a  prosperar.  

 

 

2.7. Concepto del Minister io Público  

 

 

27. El  procurador tercero delegado ante esta Corporación 13 

consideró que no estaban l lamados a prosperar  los cargos de la  

demanda impetrada comoquiera que  la  norma acusada se ajusta al  

ordenamiento juríd ico que rige la  edad de reti ro forzoso, así como 

los derechos laborales de los servidores públ icos.   

 

28. Además, la  in terpretación que hace el accionante del  ar t ículo 2 

de la  Ley 1821 de 2016 es sesgada y pretende que los funcionarios 

que cumplieron la  edad de 65 años de servicios , con anterioridad a 

la entrada en vigor  de esa norma, permanezcan en el cargo por 

regla general .   

 

29. Indicó que cuando la Ley 1821 de 2016 estableció que «Quienes 

a parti r  de la  entrada en vigencia de la  presente ley, accedan o se 

encuentren en ejercicio  de funciones públicas podrán permanecer 

voluntariamente en los mismos […] lo  que hizo fue descartar  los 

casos de las personas que  «a contrario  sensu  de la  nueva edad de 

reti ro  forzoso, ya han cumpl ido la  edad de retiro  forzoso 

establecida en el  anterior régimen normativo , sin  que el  legislador  

hubiere dispuesto un régimen de transición, ni  mucho menos .» 

(sic).     

 

30. En ese sentido, el  accionante no puede pretender darle un 

alcance diferente a la ley anter ior que regulaba el re tiro  forzoso a 

los 65 años de edad con miras a establecer una supuesta 

protección laboral  a  los servidores que ya habían cumplido l os 65 

 
13 Ff .  222 y s.s.  C. 1.  
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años con anterioridad a la  nueva normativa modi ficatoria  de la  edad 

de reti ro forzoso.  

 

 

II I .  CONSIDERACIONES DE LA SALA  

 

 

3.1. Competencia  

 

 

31. En vir tud de lo  señalado en el  ar tículo  149 numeral  1.º  del  

Código de Procedimiento Administra t ivo y de lo  Contencioso 

Administrat ivo, la  Subsección A de la  Sección Segunda de esta 

Corporación es competente para conocer en única instancia la  

demanda de nul idad contra el  inciso segundo del  ar t ículo 

2.2.11.1.7. del Decreto 648 del 19 de abri l  de 2017 14, profer ido por 

el presidente de la  República.  

 

 

3.2. Problema jurídico  

 

 

32. De acuerdo con lo  anterior  corresponde a la  Sala determinar 

¿si  el  inciso 2° del  art ículo  2.2 .11.1.7 del Decreto 648 del 19 de 

abri l  de 2017, desconoció las pautas dadas por el  ar t ículo  2.° de la  

Ley 1821 de 2016 así como el  principio de favorabi l idad frente a 

los empleados cuya edad de retiro  forzoso hubiera ocurrido  con 

anterioridad a la  entrada en vigor de la  citada Ley 1821 de 2016?  

 

33. Deberá veri ficarse , además, si  ¿con la expedición del  inciso 2.° 

del ar t ículo 2.2 .11.1.7 del Decreto 648 del 19 de abri l  de 2017 se 

incurrió en falsa motivación y exceso de la  potestad reglamentaria?  

 

34. Para solucionar esta controversia  y por e fectos metodológicos 

la Sala se referirá  en primer lugar a  nociones generales de la  edad 

de reti ro forzoso como causal  de reti ro del servicio ,  luego 

analizará , el  cargo de desconocimiento del  ar tículo  2.° de la  Ley 

1821 de 2016 y partir  de esto se establecerá si  le  asiste  razón a l  

demandante  frente a las demás causales de anulación invocadas?  

 

 

 
14 «Por el  cual  se modi f ica y adic iona el  Decreto 1083  de 2015, Reglamentario  
Único del  Sector  de la Función Públ ica » 
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3.3. Anális is de la  Sala  

 

 

3.3 .1. Nociones generales sobre  la  edad de retiro forzoso.  

 

35. En primer lugar,  debe indicarse que  el  fundamento del  re tiro  de 

los empleos públicos se encuentra en el  ar t ículo 125 de la 

Consti tución Pol í tica norma que dispone:  

 

« Art ículo 125.  Los empleos en los  órganos y ent idades del  

Estado son de carrera .  Se  excep túan los  de elección popular , los 

de l ibre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficia les y 

los demás que de termine la ley.  Los funcionarios, cuyo sis tema de 

nombramiento no haya  s ido de terminado por la Consti tuc ión o  la 

ley,  serán nombrados por concurso  públ ico .  El  ingreso a  los  car gos 

de carrera  y  e l  ascenso  en  los  mismos,  se  harán  previo 

cumplimiento de los requisi tos y condiciones que f i je la  ley para 

determinar los  méri tos  y  cal idades de  los  aspirantes.  El retiro  se 

hará :  por cal i f icac ión no satisfactor ia en el  desempeño del empl eo; 

por vio lación del  régimen discip l inar io  y por las demás causales 

previstas en la  Const ituc ión o la ley .  En ningún caso la f i l iación 

polít i ca de los ciudadanos podrá de terminar su nombramiento para  

un empleo de carrera , su ascenso  o remoción ». 

 

36. Específicamente frente a la causal de cumplimiento de la  edad 

por re tiro  forzoso esta Corporación ha señalado que  se encuentra 

insti tuida como una l imi tación para acceder y ejercer el empleo 

público y tiene su justi ficación consti tucional en la necesidad d e 

permi tir  un acceso en igualdad de condiciones a los cargos de la  

administración pública y garantizar  el  derecho al  t rabajo de quienes 

aspiran a acceder a dichos cargos por un relevo generacional  que 

concrete los mandamientos consti tucionales contenidos e n los 

art ícu los 54 y 334 de la carta pol í tica  y que imponen al Estado la  

obl igación de promover la  ubicación laboral de las personas que se 

encuentren en edad de trabajar y lo  autorizan para in terveni r con 

miras a alcanzar el  pleno empleo de los recursos h umanos. 

 

37. Esta misma consideración fue real izada por la Corte 

Consti tucional  que en sentencia C – 351 de 1995 indicó: que se  se 

tra ta de una figura consti tucional , que se justi fica en que « […] 

deben brindarse oportunidades labora les a otras personas, qu e 

tienen derecho a relevar a  qu ienes ya han cumplido una etapa en 

la vida.».  

 

38. En cuanto a los orígenes de sus fundamentos legales, la  re forma 

administra tiva de 1968 , con respecto al  régimen de los empleados 
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públicos,  dispuso dentro de las causales de «cesación defini tiva de 

funciones»  el re tiro  «por edad» tal  como se estableció  en el  ar tículo  

2515 del  Decreto 2400 de 1968 16, modi ficado por el  ar tículo  1 .°  del 

Decreto 3074 del  mismo año . 

 

39. Particularmente en su ar t ículo 31 la norma en mención 

estableció :  

 

«ARTICULO 31.  Todo  empleado que  cumpla la  edad de  sesenta  y  
cinco (65)  años será  reti rado  del servicio  y  no será re in tegrado. 
Los empleados que  cesen  en  el  desempeño de  sus funciones por 
razón de la edad , se  harán acreedores a una pensi ón por vejez, de 
acuerdo a lo  que  sobre  el  par ticular  es tablezca el  régimen de 
prestaciones sociales para los empleados públ icos.  Excep túanse 
de esta disposición  los empleos señalados por e l  inciso 2o . del 
artículo 29 de  este Decreto» .  

 

40. Sobre esta norma la  Corte Consti tucional en  la  ci tada sentencia 

C -351 de 1995, con ponencia del  magistrado Vladimiro Naranjo  

Mesa,  señaló que no entraba en contradicción con  la Carta Pol ítica 

de 1991 y , además, que el legislador era autónomo para f ijar  e l 

tope de edad, toda vez que se le  otorgó la  potestad sin darle  

ninguna pauta específ ica .  Además, indicó:  

 

«[…] 
No existe  una discr iminac ión,  pues,  porque se tra ta de  una f igura  
consti tucional ,  y  porque,  además,  deben br indarse  oportunidades 
laborales a o tras personas,  que t ienen derecho a re levar  a quienes 
ya han cumplido una etapa en la v ida. Los cargos públ icos no pueden 
ser desarrol lados a perpetuidad,  ya  que la teoría de la  
insti tucional ización del poder públ ico d istingue la función del  
funcionario,  de suerte  que éste no encarna la función , s i no que la  
e jerce temporalmente.  La  func ión públ ica  es de  interés general,  y en  
vir tud de  el lo,  la sociedad t iene derecho a que se consagren  
garant ías de e ficacia y  eficiencia en e l  desempeño de ciertas  
funciones.  Por  e l lo  es razonable  que  exista una  regla  general,  pero  
no absolu ta,  que  f i je  una  edad máxima para  el  desempeño de 
funciones, no como cese de opor tunidad, s ino como mecanismo 
razonable de ef iciencia  y  renovación  de los cargos públ icos».  

 

 
15 «Art ículo  25 . La cesación def ini t iva  de funciones se  produce en los s iguientes  

casos:     

[…] 

f .  Por edad;   

[…]».  
 
16 «Por el  cual  se modi f ican las normas que regulan la administ ración  de l  
personal  c iv i l  y se dictan otras disposic iones.»  
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41. A continuación, el Decreto 1950 de 1973 17 ,  en su art ículo 105, 

y con relación al re tiro  de los empleados oficiales, estableció  que: 

  

«El  reti ro  del  servicio  impl ica  la  cesación en el  e jercic io de 

funciones  públ icas  y  se  produce:   
(…)  
5. Por edad».  

 

42. En el  art ícu lo 122 ibidem ,  y  con re lación a la causal de retiro  

forzoso, consagró que:  

 

«Artículo 122 .  La  edad  de  sesen ta  y  cinco (65)  años consti tuye 
impedimento para  desempeñar  cargos públ icos,  salvo  para  los  
empleos señalados en el  inciso segundo del artículo 29 del  decreto  
2400 de 1968, adicionado por e l  3074 del mismo año».   

 

 

43. Poster iormente, esta misma causal  fue establecida en la  Ley 

909 de 2004 18 en su art ículo  41 l i teral  g)  para el  caso de empleados 

públicos de l ibre nombramiento y remoción y los empleados de 

carrera administra tiva en los siguientes términos:   

 

« Ar tículo 41 .Causales de re ti ro del  serv icio. El reti ro  del servic io 
de quienes estén  desempeñando empleos de l ibre  nombramiento  y 
remoción y  de  carrera  adminis trat iva  se  produce en los  siguientes 
casos:  
[…]  
  
g)  Por  edad de re ti ro  forzoso;   
[…]».  

 

44. Con posterior idad, el  Congreso de la República planteó la 

necesidad de reformar la edad de retiro  forzoso, a  través del  

Proyecto de Ley 110  de 2015 19,  con el  fin  de aprovechar la  

experiencia y e l conocimiento de las personas que l legan a una 

edad madura, conservando la  l iber tad de aquellas personas cuyo 

deseo fuera retirarse del  servicio  para gozar de su pensión de 

vejez, e  igualmente permi ti r les a quienes no habían completado el  

tiempo de cotización al momento de la edad de retiro forzoso 

completar  las 1300 semanas exig idas por la  ley.  

 

 

 

 
17 «  por el cual se reglamentan los Decretos - leyes 2400 y 3074 de 1968 y  
otras normas sobre administración del personal civil . » 
18 «[P]or la cual  se expiden normas que regulan el  empleo públ ico, la carrera  
administrat iva, gerencia  públ ica y  se dictan otras disposic iones».  
19 «Por medio del  cual  se  modi f ica  la edad máxima de ret i ro de  las personas que 
desempeñan funciones públ icas.»  
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45. Al  respecto, el  legislador mani festó lo siguiente:  

 

«En este proyecto de  ley  se recogen esas in iciativas, por supuesto 
guardando una consonancia con los  Ar t ículos de la const i tución 
correspondientes, e l  150 y  158, […] es necesario aprovechar  la 
experiencia acumulada  de tan tas personas que a  un al to n ivel ,  hoy 
en día le  pueden y  le quieren seguir  a portando al  pa ís  con su 
experiencia y  sabidur ía,  pero también está  en la  l ibertad  para que 
el  funcionario que  quiera re ti rarse  a  los  65 años una vez cumplidas 
las semanas de  cot ización , lo haga,  […] además,  les  da una 
posibi l idad a estas personas que aunqu e cumplieron los 65 años 
no han alcanzado a completar las 1300 semanas de co tizac ión, si  
no las ha  comple tado.» 20 

 

 

46. Igualmente, en la Gaceta del  Congreso 702 del  14 de 

septiembre de 2015, la  exposición de motivos hizo referencia a los 

beneficios económicos de esa disposición, como son:  

 

«[…] Cier tamente , la propuesta que con tiene este proyecto de  ley 
trae consigo un importante bene ficio cuanti ta tivo  para el  sistema 
pensional, como quiera que disminuye  a cero el  subsidio esta tal  a 
las pensiones de  qu ienes op ten por  permanecer en sus cargos 
hasta la  edad de 70  años.  
En e fecto,  en el  régimen actual de  pr ima media,  en el  que  la 
pensión se puede obtener desde los 57 o los 62 años (dependiendo 
del sexo del  trabajador) y la obl iga tor iedad de re ti rarse  del cargo  
como máximo al cumpl ir  los 65 años, se t iene que , dado el  
promedio actual  de vida  de  los  pensionados,  cada  funcionario 
pensionado recib irá por concep to de pensión una ci fra que 
superará en alrededor de mil  mi l lones de pesos, lo que cotizó  en 
su vida  laboral.  
[…]  
La propuesta ,  por lo demás,  le  apunta  a la  autonomía de  los 
trabajadores, como quiera que la permanencia en el  cargo después 
de haber comple tado los  requis i tos  para  la pensión de  jubi lación , 
y hasta  el  l ímite  de  los  70  años,  es  vol untar ia, pero  quien  decida 
continuar en el  e jercic io de su  cargo,  debe seguir  co tizando a la 
seguridad social  del mismo modo y en  la misma forma que lo  venía  
haciendo con an telación.  
Por lo anter ior,  e l  presente  proyecto de  ley,  […] se  fundamenta , 
entre otras,  en estas consideraciones:  
-  Se mantienen los apor tes pensionales en los  porcentajes que 
actualmente  señala la ley.  
-  Se  mantiene la  edad que actualmente se t iene como requisi to 
para acceder a  la pens ión de jubi lación.  
-  Se mantiene el  número de  semana s co tizadas para  el  
reconocimiento  de la  pensión de  vejez.  
-  Se  fac i l i ta y  da la  opción vo luntar ia a todos los servidores 
públ icos,  para  que  una  vez cumplidos los  requisi tos  del  número  de 
semanas co tizadas y edad , puedan suspender el  beneficio  del 
reconocimiento pens ional y  con tinuar laborando por un t iempo 
máximo de 5 años, bajo la condición de  no recib ir  la  mesada 

 
20 Gaceta 622 del  12 de agos to de 2016 del  Congreso de la Repúbl ica.  
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pensional y  seguir  aportando por  e l  per iodo adicional  de  esos 
mismos 5 años, teniendo la  opción de renunciar a  este  
reconocimiento  y  hacer e fec tiva  su  pensión.»  

 

47. Los razonamientos señalados fueron la base para que el  

Congreso de la  República expidiera la  Ley 1821 de 2016 «Por medio 

de la cual se modi fica la  edad máxima para el re tiro  forzoso de las 

personas que desempeñan funciones públicas»,  de 65 a 70 años, 

tal  como lo  indicó en su ar t ículo  1.° corregido por e l art ículo  1.° del  

Decreto 321 de 2017 , que estableció:  

 

«Artículo 1°.  La edad máxima para el  reti ro del  cargo de las 
personas que  desempeñen funciones públ icas será  de  seten ta  (70) 
años. Una vez cumplidos, se  causará el  reti ro inmedia to del cargo  
que desempeñen sin  que puedan ser re integradas bajo ninguna 
circunstancia .   
Lo aqu í d ispuesto  no se  apl icará  a los  funcionarios de elección 
popular n i  a  los mencionados en el  ar tículo 29 del Decreto- ley  2400 
de 1968, modif i cado por e l  art ículo  1° del Decreto - ley 3074 de 

1968.»21  
 

48. Como se aprecia, la  disposición en cita  se apl ica a «las 

personas que desempeñen funciones públicas», es decir ,  en 

principio  a todos los servidores públicos de todas las ramas del  

poder públ ico, con excepción de «los funcionarios de elección 

popular», y también «los mencionados en el   Ar tículo  29 del  

Decreto-ley 2400 de 1968, modi ficado por el  ar t ículo  1.°  del  

Decreto-ley 3074 de 1968»,  que alude a quienes prestan  al  Estado 

servicios ocasionales como los peri tos obl igatorios, los jurados de 

votación, los técnicos y obreros contratados por el tiempo de 

ejecución de un trabajo o una obra, considerados por la  ley como 

meros auxi l iares de la administración pública.  

 

49. Finalmente, es de recordar,  que la  c itada disposición fue objeto  

de análisis  por parte de la Corte Consti tucional  mediante las 

sentencias C-084 de 2018 y C-135 de 2018,  oportunidades en las 

cuales estableció  que el  señalamiento de una nueva edad de retiro  

forzoso se justi ficó en cri terios objetivos, en los que se tuvo en 

cuenta el  aumento en la  expectativa promedio de vida de la  

población, el  mayor envejecimiento de la  misma, la  necesidad de 

incluir  su experiencia dentro de las fuerzas productivas de l  país,  la 

posibi l idad de aumentar la cobertura en el acceso del derecho a la  

pensión de jubi lación, los ahorros a favor de la sostenibi l idad 

 
21 Declarado exequible en sentencia  de la  Corte  Const i tucional  C -426 de 2020,  
en el  entendido de que la edad máxima para el  ret i ro del  cargo no es apl icable 
a los miembros de la Junta Direc t iva del  Banco de la Repúbl ica.  
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financiera del sis tema pensional  y la  alternativa de contar  con 

recursos adicionales para atender mandatos de sol i daridad.  

 

50. En suma, concluyó que (a) no se vulneraban los principios de 

racional idad de la  ley ni de méri to en el acceso a la función pública, 

en armonía con el derecho a la  renovación laboral ; (b)  no se 

infringían los ar t ículos 125 n i 131 de la  Consti tución, ni  los 

derechos adquiridos, los principios de buena fe , confianza legítima 

e igualdad. (c)  no se v iolaba el  mandato de no regresividad en 

materia  laboral ;  (d)  no se in fr ingía el  derecho al  relevo 

generacional 22..  

 

51. Finalmente , en sentencia C- 426 de 2020, la  Corte declaró 

exequible  el  art ículo  1.º  de la  Ley 1821 de 2016, en el  entendido de 

que la  edad máxima para el  reti ro del cargo no es apl icable a los 

miembros de la Junta Directiva del  Banco de la  República 23.  

 

52. De acuerdo  con esto , la  edad de retiro  forzoso es una causal  

objetiva de desvinculación del  cargo para los empleados públicos, 

puesto que se activa con el cumpl imiento de los 70 años (antes 65  

años),  sin  que, en pr incipio ,  puedan ser reintegrados.  

 

3.4. Cargos de anulación 

 

3.4.1. Pr imer cargo.  Desconocimiento del art ículo 2.°  de la  Ley 

1821 de 2016.  

 

 

53. En este caso se pretende la nul idad del inciso segundo del 

art ícu lo 2.2.11.1.7. del  Decreto 648 del 19 de abri l  de 2017, 

proferido por el  presidente de la Repúbl ica «Por el  cual  se modi fica 

y adic iona el  Decreto 1083 de 2015, Reglamentario  Único del Sector 

de la  Función Pública», que dispone:  

 

«ARTÍCULO  2.2 .11.1.7  Edad de  retiro  forzoso.  A parti r  de  la  
entrada en vigencia  de la Ley 1821 de 2016, la edad de setenta  
(70) años consti tuye impedimento para desempeñar  cargos  

 
22 Tal  como se ci ta en sentencia C 426 de 2020 con ponencia del  magist rado 
Antonio José Lizarazo Ocampo.  
23 En esa oportunidad la  Corte  consideró  que el  l egis lador  desconoció  el  diseño 
inst i tucional  adoptado por el  const i tuyente  para garant izar  la autonomía del  
Banco de la  Repúbl ica, al  no establecer  en la  disposic ión demandada que la  
edad de ret i ro forzoso señalada en el la es inapl icable a los miembros de su  
Junta Direct iva, en part icular a su gerente y a sus miembros de dedicación  
exclusiva y que,  por  tal  razón, incurr i ó́  en  una omisión  legis lat iva  rela t iva, con 
fundamento en el  desconocimiento de los mandatos  contenidos en los art ículos 
371, 372 y 373 de la Const i tución Pol í t ica.  
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públ icos,  sa lvo  las  excepciones  seña ladas en  el  ar t ículo  
2.2.11.1 .5.  
  
Las personas  que  an tes  de  la  entrada en  vigencia  de  la  Ley 1821 
de 2016 tuv ieren 65 años o  más y  con tinúan vinculadas  al  servicio  
públ ico, deberán ser  reti radas  del  servic io.  Lo anter ior ,  por cuan to 
no son dest inatar ias  de la regulac ión de que trata  la ci tada ley.»24.  

 

 

54. Según la  demanda, el  inciso 2.° del ar t ículo  2.2.11.1.7. del  

Decreto 648 del 19 de abri l  de 2017, proferido por presidente de la  

República vulnera lo  establecido en el  art ícu lo 2.° de la Ley 1821 

de 2016, porque según el demandante, «[…] las personas que s e 

encontraban en ejercicio  de funciones públicas a la  entrada en vigor 

de la  Ley (30 de diciembre de 2016) y que habían cumplido 65 años 

pueden permanecer en sus cargos voluntariamente siempre y 

cuando sigan cotizando al  régimen de seguridad social  en sa lu d, 

pensiones y riesgos laborales. Lo anterior ,  sin  perjuicio  de que 

hayan completado los requisi tos para acceder a  la  pensión toda vez 

que a el los no se les apl ica lo  dispuesto en el  parágrafo 3.° del  

art ícu lo 9.° de la Ley 797 de 2003.  

 

55. Ahora bien, el  art ículo  2.° de la  Ley 1821 de 2016, dispone:  

 

«Artículo 2° .  La  presente  ley no  modif i ca  la legislac ión sobre  el  

acceso al  derecho a  la pens ión de jubi lación. Quienes a  parti r  de 
la entrada  en  vigencia  de  la  presente  ley,  accedan o  se  encuen tren 
en ejercicio  de func iones públ icas podrán permanecer 
voluntar iamente  en  los  mismos,  con  la  obl igación  de  seguir  
contr ibuyendo  al  régimen de  seguridad  social  (salud,  pensión  y  
r iesgos laborales) , aunque hayan comple tado los requ isi tos para 
acceder a  la  pensión de  jubi lación .  A las  personas que se acojan 
a la opción volun tar ia de permanecer en el  cargo , en los términos 
de la presente  ley ,  no les será apl icable lo  d ispuesto en  el  
parágrafo  3° del  art ículo  9° de  la Ley 797 de 2003. »  

 

56. Como se aprecia, la  tesis del  demandante presupone que las 

previs iones del  art ículo  1.°  la  Ley 1821 de 2016  no se apl ican a las 

personas que a la  entrada en vigor de la Ley tuviesen 65 años de 

edad, con base en lo  establecido en el  art ículo  2.° ibidem .  Por ende, 

estima que la  orden de reti ro del servicio establecida en el inciso 

segundo del  ar tículo  2.2.11.1.7. del  Decreto 648 del 19 de abr i l  de 

2017, va en contravía con la  ley en cita .  

 

57. Al respecto, es menester recordar que esta Corporación ya se 

ha pronunciado en varias oportunidades  frente al ámbito  de 

 
24 ht tps:/ /www.funcionpubl ica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=80915  
 
 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=80915
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aplicación de la  Ley 1821 de 2016 , donde se ha establecido que  el 

artículo segundo de la Ley 1821 de 2016 no es apl icable a 

aquellas personas que, a  pesar de haber cumplido la  edad de reti ro  

forzoso (65 años) antes del 30 de d iciembre del mismo año en que 

la ley entró en vigor, continuaron en el ejercicio  de funciones  

públicas.  

 

58. En efecto, la  Sala de Consul ta  y Servicio Civi l  de esta 

Corporación, en concepto 2326 de 8 de febrero de 2017  a l  

absolver la  pregunta formulada por el  min istro  de justicia  y del  

derecho concluyó:   

 

 

«2. En los términos del ar tículo 2 º de  la Ley 1821 de 2016, ¿pueden 
permanecer voluntar iamente en  sus cargos las  personas que ( i )  
antes de la en trada en vigenc ia de la Ley 1821 de 2016 cumplieron 
la edad de 65  años,  pero a  esa  fecha ( i i )  no se les hab ía de f in ido 
su si tuac ión laboral  mediante  acto  administra tivo  de reti ro  y  ( i i i )  
continúan ejerc iendo func iones públ icas?  
Dado que la  vigencia  de la Ley 1821 de 2016 se r ige por e l  “efecto 
general inmediato”  (no es retroactiva)  y que  el artículo 2º de la  
misma no regula  el  supuesto fáct ico que se describe en la 
pregunta,  no pueden permanecer en sus  cargos,  hasta  cumplir 
los  70  años de  edad,  las  personas que antes de  la  entrada  en 
vigencia  de la Ley 1821 de 2016 (es decir , hasta e l 30 de  
diciembre  de  ese año)  cumpl ieron la  edad de  retiro  forzoso a 
la que estaban sujetos , pero que continúan,  por cua lquier  
motivo,  en el  e jerc icio de  funciones públicas , 
independientemente  de que su s ituación labora l o  
administ rativa haya s ido declarada (no const itu ida) o no 
mediante  un acto administ rativo en f irme.  
 
Dichas personas deben reti rarse  efectivamente de sus cargos y/o  
cesar  en e l  e jercicio  de las  funciones públ icas dentro  del  p lazo  y 
en las condiciones que establecían (o establecen) las normas 
legales y  reglamentar ias  an ter iores a  la  Ley 1821  que les  sean 
apl icables, sin desconocer, en todo caso, lo prev is to en la 
jur isprudencia  consti tucional  para amparar los  derechos 
fundamentales de las personas de la tercera edad y o tras que 
requieren pro tección  en condiciones espec iales .  
 
[…]  

 

59. La Sala de Consul ta  col igió  en la  ci tada providencia que , dado 

que el  objetivo principal  de la  Ley 1821 de 2016 es el  de establecer 

en 70 años la edad de retiro  forzoso de las personas que ejerzan 

funciones públicas, como lo d ispone su ar t ículo  1º , es c laro que 

dicha disposición genera dos efectos jurídicos:  

 

( i)  Ampliar  la  edad de reti ro  para las personas que estando 

cobi jadas por esta causal y no habiendo sido exceptuadas 
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por el  inciso segundo del  ar t ículo  1º , no hubieran cumpl ido 

la edad prevista  en la  normatividad anterior  (65 años) al  

momento de entrar a  regir  la  Ley 1821, es decir ,  a  más 

tardar el 30 de diciembre de 2016, y ,  

( i i )  Someter a la nueva edad de retiro  forzoso (70 años) a las 

personas que no habiendo cumplido esa edad el  30 de 

diciembre de 2016 y no encontrándose incursas en las 

excepciones previstas en el  segundo inciso del  art ícu lo  1º,  

no estaban sujetas a la  causal de reti ro forzoso por la  edad, 

conforme a la  legis lación anter ior .  

 

60. Concluyó entonces que «Por lo  tanto, el  e fecto general  

inmediato de la Ley 1821 de 2016 excluye cualquier interpretación 

con efectos retroactivos.»  

 

61. Es pertinente indicar que en posteriores conceptos tales como 

el 2404 de 5 de febrero de 2019 25,  y  el  2466 de 9 de agosto de 

202126 la  Sala de Consul ta  y Servic io Civi l  retomó en sus 

fundamentos las pautas dadas en el  Concepto 2326 de 8 de febrero 

de 2017, al absolver  preguntas específ icas sobre la  apl icación de 

la Ley 1821 de  2016 a los representantes del presidente de la  

República en las juntas o consejos d irectivos de las entidades 

públicas descentral izadas de la  Rama Ejecutiva en el  orden 

nacional  y a  los trabajadores del  Banco de la  República (  l i teral  b)  

del ar t ícu lo 38 de la  Ley 31 de 1992).  

 

62.  Por su parte , como ya se indicó en el  acápi te  precedente, la  

Corte Consti tucional , en sentencias C-084 de 2018 y C-135 de 

2018, al  anal izar  la Ley 1821 de 2016 consideró que establecer una 

nueva edad de retiro  forzoso se justi ficó en cri terios objetivos,  entre 

el los, el  aumento de expectat iva de vida de la  población, a umentar 

la cobertura en el  acceso del  derecho a la  pensión de jub i lación .  

 

63. En esos casos la Corte , concluyó que (a)  no se vulneraban los 

principios de racional idad de la  ley ni  de méri to  en el  acceso a la  

función pública, en armonía con el  derecho a la  renovación laboral ;  

(b) no se in fringían los ar tículos 125 ni  131 de la  Consti tu ción, ni  

los derechos adqui ridos, los principios de buena fe , confianza 

legítima e igualdad. (c)  no se violaba e l  mandato de no regresividad 

 
25 Radicación 110010306000201800233 -00, con ponencia del  Consejero Álvaro  
Namén Vargas.  
26 Consejero Ponente: Óscar Daría Amaya Navas, Número Único: 11001 -03-06-
000-2021-00052-00.  
 



  
 

Nulidad simple  
Radicación :  11001 03 25 000 2017 00471 00 (2205 -2017)  

Demandante: Carlos  Al fonso Araujo Cas t ro  
 

w w w . c o n s e j o d e e s t a d o . g o v . c o  

Cal le  12 No. 7–65 –  Tel :  (601) 350-6700 
Bogotá  D.C.  –  Colombia  

19 

en materia  labora l;  (d)  no se in fringía el  derecho al  relevo 

generacional 27. 

 

64. Finalmente, en sentencia C- 426 de 2020, la  Corte declaró  

exequible  el  art ículo  1.º  de la  Ley 1821 de 2016, en el  entendido de 

que la  edad máxima para el  reti ro del cargo no es apl icable a los 

miembros de la Junta Directiva del  Banco de la  República 28.  

 

65. Como se aprecia de lo anterior ,  es evidente que si  la Ley 1821 

de 2016 estableció  un nuevo parámetro de edad para determinar 

cuándo debe operar la causal  de reti ro del  servicio ,  dejando atrás 

la pauta de 65 años de edad, vigente desde 1968, en virtud del 

pr incipio de irretroactividad de la ley, no puede aplicarse la  

citada disposición en casos donde las personas vinculadas al 

servicio adquir ieron esa edad antes de la  entrada en vigencia 

de la  Ley 1821 ,  pues lo  contrario  sería  desconocer las si tuaciones 

consolidadas y definidas a la  luz de la  normatividad anterior  como 

lo era la  Ley 909 de 2004, art ículo  41 .   

 

66. Por tanto, como la Ley 1821 de 2016 rig ió a  partir  de su  

vigencia , se tiene que los destinatarios de lo  dispuesto en el  

art ícu lo 2 .° de la Ley 1821 de 2016, son aquellas personas que:  

 

(i )  No se encuentran dentro de la  excepción consagrada en el  

art ícu lo 1 .° de aquella  y ,  

(i i)  Al momento de entrar  a regir  la Ley 1821, esto es, a más 

tardar el 30 de diciembre de 2016, no hubieran cumplido la  

edad establecida en la  normatividad anterior  (65 años).  

 

67. De acuerdo con esto, como el  ar tículo 2.°   de la  Ley 1821 de 

2016 no  es apl icable a los empleados públicos  que hubiesen 

cumplido 65 años con anterioridad a la  entrada en vigo r de la ley, 

se advier te que el  inciso 2.° de l art ícu lo 2.2.11.1.7. del Decreto 648 

del 19 de abri l  de 2017, no entra en contradicción con la  ley,  sino 

que, al contrario , e fectiviza la  apl icación de la pauta legisla tiva al  

disponer que las personas que antes de la  entrada en vigencia  de 

 
27 Tal  como se ci ta en sentencia C 426 de 2020 con ponencia del  magist rado 
Antonio José Lizarazo Ocampo.  
28 En esa oportunidad la  Corte  consideró  que el  l egis lador  desconoció  el  diseño 
inst i tucional  adoptado por el  const i tuyente  para garant izar  la autonomía del  
Banco de la  Repúbl ica, al  no establecer  en la  disposic ión demandada que la  
edad de ret i ro forzoso señalada en el la es inapl icable a los miembros de su  
Junta Direct iva, en part icular a su gerente y a sus miembros de dedicación  
exclusiva y que,  por  tal  razón, incurr i ó́  en  una omisión  legis lat iva  rela t iva, con 
fundamento en el  desconocimiento de los mandatos  contenidos en los art ículos 
371, 372 y 373 de la Const i tución Pol í t ica.  
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la Ley 1821 de 2016 tuvieren  65 años o más y continúan vinculadas 

al servicio  públ ico,  deberán ser  re tiradas del  mismo, razón que 

impone denegar este cargo de nul idad.  

 

 

3.4.2.  Segundo cargo.  Violación al principio de favorabil idad 

y el acceso al desempeño de funciones y cargos 

públicos .  

 

68. Según el  señor Araujo Castro , en este caso se desconoció el 

art ícu lo 53 superior toda vez que lo  establecido en e l inciso 2.° del  

art ícu lo 2.2.11.1.7. del  Decreto 648 de 19 de abri l  de 2017 

establece una in terpretación errónea del inciso 2.° de la  Ley 1841 

de 2016, que es desfavorable a los empleados públicos que se 

encuentran vinculados a servicio  públ ico y al  momento de entrar  a  

regir  la  ley ya habían cumplido los 65 años de edad.       

 

69. Al respecto es menester recordar  que la  Consti tución Polí tica 

en su ar t ículo  53, consagró el principio de favorabi l idad en materia  

laboral , como la garantía que tiene el  empleado de optar  por la  

situación más favorable en caso de duda en la apl icación e 

interpretación de las normas:  

 

 

«Art ículo  53.  El  Congreso  expedirá  el  esta tuto  del  trabajo . La  ley  
correspondiente tendrá en cuenta  por lo  menos los  siguien tes 
pr incip ios mínimos fundamentales:  
 
Igualdad  de opor tunidades para  los  trabajadores; remuneración  
mínima vi ta l  y  móvi l ,  proporcional  a la cantidad y  cal idad  de 
trabajo; es tabi l idad en el  empleo;  i r renunciabi l idad a los beneficios 
mínimos establec idos en normas laborales; facul tades para 
transigir  y  conci l iar  sobre  derechos inciertos  y  d iscutib les;  
si tuac ión más favorable al  trabaja dor en caso de duda en la 
apl icación e in terpretac ión de las fuentes formales de derecho;  
pr imacía  de  la  real idad  sobre  formal idades establec idas por  los  
sujetos de  las  re laciones laborales;  garant ía a  la  seguridad  social , 
la capac itac ión,  e l  adiestramiento  y  e l  descanso necesario;  
protección  especial  a  la  mujer,  a  la  maternidad y  al  trabajador 
menor de edad..  
 
[…]».  

 
  

70. La Corte Const i tucional  en la  sentencia T-545 de 28 de mayo 

de 2004, definió  el  mencionado principio de la  siguiente manera:  

 

«[…] en caso de duda y ante la ex is tencia de dos o más 
interpretaciones de una disposic ión ju rídica conten ida en una 
fuente fo rmal  del  derecho ( ley,  acto  administ rat ivo, convención 
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colect iva) debe pre fer i rse aquel la in terpre tac ión que mejor 
sat isfaga los intereses del t raba jador. Este y no ot ro es el  
entendido que le ha otorgado la ju risprudencia a la d isposición  
pert inente del  art ícu lo 53 de la Const ituc ión.»  

 

71. Así mismo, procedió a def inir  la  interpretación razonable y 

objetiva, determinando los cri terios a tener en cuenta para su 

efectiva apl icación : 

 

«La Corte no niega que el  recurso a la razonabi l idad, por la 
imprecisión del término,  parece no decir  mucho sobre cuáles son 
las  característ icas de  una  interpre tación  admisib le.  Sobre  el  punto , 
la Corte adelanta rá algunos de los cr i ter ios  que permi ten 
identi f i car  una in terpretación  como razonable y  objet iva ;  estos 
cr i ter ios son : ( i )  la correcc ión de la fundamentación jur íd ica , ( i i )  la 
apl icación  judicia l  o  adminis trativa  re i terada,  y  ( i i i )  la  corrección  y  
sufic iencia de  la  argumentación.   
El  cr i ter io  de razonabi l idad  de la  in terpretación como producto  de 
una correcta fundamentación  jur íd ica ,  es  un desarrol lo  del  art ículo 
53 de la  Consti tución,  en  la  medida en  que la  duda debe surgir  a  
parti r  de  una divergencia  interpre tativa  sobre las  fuentes formales 
del derecho.  Esto  impl ica  que  las  opciones hermenéuticas,  por  un  
lado deben encuadrar  en  el  marco  semántico de  las  d isposiciones 
de las  fuen tes formales,  y  de o tro,  deben estar  en consonancia con 
las disposiciones de la Const i tuc ión.  Sólo  serán admis ib les  como 
razonables, aquel las in terpretaciones de las fuentes formales,  que 
además de encuadrarse  en  el  marco  de las  disposiciones 
normativas respect ivas, también se correspondan con la 
interpretación  autor izada de las no rmas consti tucionales.  
 
El  cr i ter io  de razonabi l idad  de la  in terpretación como producto  de 
su apl icación administra tiva  y  judicia l  re i terada, es  un desarrol lo 
del artículo 13 de la Consti tución , en la medida en que garantiza  
uniformidad en  la  forma en  que  el  derecho  objetivo  se  concreta  en 
las prácticas sociales : ya sea en la  decisión  judicia l  de 
controvers ias o en el  funcionamien to ordinar io de la 
administrac ión. Además, la apl icación  rei terada de cier tas 
interpretaciones de  las disposiciones juríd icas of rece  un  elemento 
de objetividad que  permite  a su  vez cual i f icar , en  los casos 
problemáticos,  cuando se está  en presencia de una  duda objet iva 
y no se trata  en cambio  de un  eventual  capr icho  del operador 
juríd ico .  
 
Finalmente,  e l  cr i ter io  de razonabi l idad de  la  interpre tación  como 
resultado  de  un proceso  de  argumentación suficiente ,  es  un 
desarrol lo del  art ículo  29 de  la  Const i tución, en  la medida en que 
se proscr ibe  la  arbi trar iedad del  operador  juríd ico  y  se  exige  que 
su actuación esté  debidamente motivad a.  El  con trol  racional del  
d iscurso  jur íd ico  está de terminado en tonces por  la  posibi l idad real 
de escrutin io sobre las razones para la dec isión de los operadores 
juríd icos:  que sea pos ible un  ju ic io sobre la  suf iciencia  de  los  
argumentos, su idoneidad, su corrección , y  su pertinencia . Por otra 
parte, además de la  razonabi l idad,  las inte rpretaciones deben ser 
efect ivamente  concurrentes al  caso  bajo  estudio.  Es decir ,  las 
opciones hermenéuticas deben apl icar a los supuestos de hecho 



  
 

Nulidad simple  
Radicación :  11001 03 25 000 2017 00471 00 (2205 -2017)  

Demandante: Carlos  Al fonso Araujo Cas t ro  
 

w w w . c o n s e j o d e e s t a d o . g o v . c o  

Cal le  12 No. 7–65 –  Tel :  (601) 350-6700 
Bogotá  D.C.  –  Colombia  

22 

de las  dispos iciones en  juego  y  a  las  si tuaciones que  del imi ten 
fác ticamente  cada  caso  bajo examen.  En  este sentido,  no  ser ía 
admisib le hablar  de  dos in terpretac iones divergen tes cuando  se 
pueda establecer que las mismas no son  apl icables a un mismo 
supuesto de  hecho o  que no consu l ten los  l ím ites fác ticos de  los 
casos por resolver.»   

 

72. Por su parte,  el  Consejo de Estado, Sección Segunda, 

Subsección B, en sentencia  del  1.° de junio de 2017 29, sostuvo que 

la apl icación del  principio  de la  favorabi l idad en materia  laboral  se 

presenta cuando existe  un confl ic to  entre dos normas vigentes o 

cuando existe  una sola que admi te varias in terpretaciones, el cual  

debe emplearse respetando el  principio de  inescindibi l idad de la 

ley, en el  sentido  que la  norma favorable deberá apl icarse en su 

integr idad. Así,  expl icó que para que opere el  principio  de 

favorabi l idad deben darse los siguientes requisi tos : 

 

1. Frente a una situación de carácter  laboral ,  existen dos 

normas vigentes susceptibles de apl icarse al  caso concreto, 

es decir  que regulen la  misma si tuación fáctica.  

2.  Que el  juez tenga duda sobre cuál  de el las debe apl icar.   

3. Que la norma que escoja  se apl ique en su to tal idad, o sea, 

que no puede interpretarse parcialmente, sino de forma 

ín tegra, como un todo, esto es, como un cuerpo normativo .  

 

73. Ahora bien, el  escenario  normativo y jurisprudencial  expl icado  

en el  acápite  anterior  i lustró de forma  suficiente acerca de que los 

destinatarios de lo  dispuesto en el  ar t ículo  2° de la Ley 1821 de 

2016, son quienes no se encuentran dentro de la excepción 

consagrada en el  ar t ículo  1° de aquella y al  momento de entrar  a  

regir  la  Ley 1821, esto es, a más tardar el 30 de diciembre de 2016, 

no hubieran cumplido la  edad establecida en la normatividad 

anterior  (65 años).  

 

74. En este sentido, como la  norma demandada no entra en 

contradicción con lo  establecido por la  Ley 1821 de 2016, se col ige 

que en el  sub examine  no  se dan los supuestos exigidos para 

apl icar  el  principio  de favorabi l idad.  

 

75. Lo anterior , comoquiera que este caso no  se centra sobre dos 

normas vigentes  susceptibles de apl icarse, es deci r que regulen la  

misma si tuación fáctica, pues como se v io,  la  Ley 1821 de 2016 

entró a regir desde el 30 de diciembre de 2016 30, y  a parti r de el lo 

 
29 Radicación  número:  15001-23-33-000-2015-00058-01(3452-16) con ponencia  
de la consejera Sandra  Lisset Ibarra Vélez.  
30 Publ icada en el  Diario Ofic ial  AÑO CLII .  N. 50102. 30, DICIEMB RE, 2016.  
PAG. 504.  
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se estableció una nueva edad para que opere e l re tiro del servicio  

por esa causal,  como es el  cumplimiento de los 70 años, esto 

acorde con las consideraciones establecidas por el  legislador en 

los antecedentes legislat ivos , siendo uno de el los, el aumento en la 

expectativa de vida en Colombia, de acuerdo con los datos 

suministrados por e l DANE. 

 

76. Así entonces, e l  acceso al desempeño de funciones y cargos 

públicos del  grupo poblacional  vinculado al  servicio  que hubiere 

cumplido 65 años con anterioridad al 30 de diciembre de 2016 no 

se vio  afectado en este sentido. Su si tuación fue analizada en su 

momento por el DANE y el  legislador,  quienes establecieron para 

el los un baremo menor de expectativa de vida.  

 

77. De acuerdo con lo  expuesto es apenas evidente que el  cargo en 

mención no está l lamado a prosperar.   

 

 

3.4.3.  Tercer cargo. Exceso de la potestad reglamentar ia.  
 

 

78. Frente a este causal  de anulación, en  la demanda se indicó que, 

en este caso , al expedir  el inciso segundo del ar tículo 2.2.11.1.7. 

del Decreto 648 del  19 de abri l  de 2017, «Por el  cual  se modi fica y 

adiciona el Decreto 1083  de 2015, Reglamentario  Único del  Sector  

de la  Función Pública» el  presidente de la  República le  dio  un 

ámbito  de apl icación di ferente al  inciso 2.° de la  Ley 1821 de 2016.  

 

79. Al  respecto,  el ar tículo  189, numeral 11, del  ordenamiento 

superior  hace recaer en el  presidente de la  República la  función de 

«[e]jercer la potestad reglamentaria ,   mediante la  expedición de 

los decretos, resoluciones y órdenes necesar ios para la  cumplida 

ejecución de las leyes».  

 

80. En este caso, el  Decreto reglamentario Decreto 648 del 19 de 

abri l  de 2017, se expidió  por el  presidente de la  República «  en 

ejercicio de las facultades que le confiere el numeral 11 del ar tículo  

189, y en desarrol lo de las Leyes 87 de 1993, 489 de 1998, 790 de 

2002, 909 de 2004, 1635 de 2013, 1821 de 2016, 1822 de 2017 y 

los Decretos-ley 2400 de 1968, 3074 de 1968, 1228 de 1995 y 1567 

de 1998,», lo anterior  por cuanto «  […]  e l Decreto-ley 2400 de 1968, 

por el  cual  se modi fican las n ormas que regulan la  administración 

del personal civi l  y  se dictan otras disposiciones, ha sido modi ficado 

por las Leyes 13 de 1984 y 734 de 2002, en mater ia de régimen 

discipl inario , y por las Leyes 27 de 1992, 443 de 1998, 909 de 2004, 
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1635 de 2013, 1821  de 2016, 1822 de 2017 y los Decretos-ley 3074 

de 1968 y 1567 de 1998, en temas de administración de personal,  

si tuaciones administrat ivas y ret iro  de los empleados públicos ». 

 

81. De acuerdo con la  conclusión que se extrae de los acápi tes 

anteriores, según la  cual las personas que antes de la  entrada en 

vigor de la  Ley 1821 de 2016 tenían 65 años o más y continuaban 

vinculadas al servicio  públ ico, no eran destinatarias de la 

regulación establecida en la  ci tada ley.  

 

82. En vi rtud de lo  anterior , a  la  luz de la  Ley 1821 de 2016, el  

efecto o consecuencia jurídica para las personas que desempeñen 

funciones públ icas y l leguen a la  edad de setenta (70) años, es la  

de produci rse el  re tiro  del  cargo desempeñado.  

 

83. En ese sentido, como el  inciso segundo del  ar t ículo  2.2.11.1.7. 

del Decreto 648 del  19 de abri l  de 2017, estableció  que las personas 

que antes de la  entrada en vigencia de la Ley 1821 de 2016 tuvieren 

65 años o más y continuaban vinculadas al  servicio públ ico, debían 

ser  re tiradas del  mismo, lo que hizo fue dar apl icación  a la  

preceptiva  del  legis lador , que modi ficó  la edad de reti ro forzoso,  sin  

que del  texto  de la  misma Ley 1821 se pueda extraer  que in trodujo 

algún tipo  de transición. 

 

84. Además, debe destacarse  el  efecto general inmediato de la 

norma ,  en vir tud  de lo  establecido  por  el  art ículo  40 de la  misma 

Ley 1821, al  establecer  que rige a partir  de su publicación , tal  como 

se estableció  en el  concepto de la Sala de Consul ta  y Servicio  Civ i l  

2326 de 2017, ci tado en precedencia, cuando señaló:  

 

«En armonía con lo  anter ior ,  debe  observarse que el  Congreso  de 
la Repúbl ica  no establec ió  un régimen de transición en parte  
alguna de la  Ley 1821 de 2016,  como hubiera podido hacerlo, n i  
para disponer  que  las  personas  que  estuv ieran cerca  de  cumplir  la 
edad de re ti ro  forzoso  anter ior  (65  años)  quedaran por  fuera  del 
incremento  en dicha  edad e fectuado  por  la  Ley 1821,  n i  para 
permiti r ,  por e l  contrar io ,  que quienes  hubiesen cumplido 65 años 
en un determinado lapso anter ior  a la  publ icación de la ley , 
pudieran acogerse  a la nueva  edad de re ti ro  forzoso.  
 
 Lo an ter ior  impl ica ,  a  ju icio  de  la  Sala ,  que la  apl icac ión de  la  Ley 
1821 de 2016 corresponde,  en forma simple, a l  "efecto  general  
inmediato"  de las leyes,  esto es,  que  no regula si tuaciones  
juríd icas  consol idadas  con  an ter ior idad a  su en trada en  v igencia,  
sino solamente si tuaciones jur íd icas  que no hayan nacido en ese 
momento y  si tuaciones  juríd icas  que se  in iciaron con la legis lación 
anter ior  pero que no se habían  consol idado (efecto 
retrospectivo) .»  
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85. De acuerdo con el lo,  se tiene que la Ley 1821 de 2016 no reguló  

situaciones jur ídicas consolidadas con anterioridad  a su entrada en 

vigencia  (contar con 65 años de edad antes del 30 de diciembre de 

2016 y continuar  vinculado al  serv icio) ,  orig inando que los 

servidores cobi jados por la  normatividad anter ior debían ser 

reti rados del  servicio y/o cesar en el  ejercicio de sus funciones,  

esto  es, sin  desconocer  lo  previsto  en la  jurisprudencia  

consti tucional  f rente  a los derechos fundamentales  de las personas 

de la  tercera edad y otras que requieren protección  en condiciones 

especiales.  

 

86. De acuerdo con todo lo  anterior,  se concluye que, en este caso, 

tampoco se incurrió  en la  causal  de anulación por exceso de la  

potestad reglamentaria,  comoquiera que el  inciso 2.°  del  ar t ículo  

2.2.11.1.7. del Decreto 648 del 19 de abri l  de 2017, e fectivizó la  

medida del  legislador  establecida  en la Ley 1821 de 2016, que 

modificó  la  edad de reti ro forzoso,  y que no era apl icable a las 

personas que antes de la  entrada en v igor de la misma tenían 65 

años o más y continuaban vinculadas al  servic io públ ico . 

 

87.Finalmente es de indicar que en su demanda el señor Castro 

Araujo hizo  alusión al  cargo de fa lsa motivación 31,  para lo  cual  se 

refi r ió  a  su definición, pero s in  expl icar  de qué forma se configuró 

la causal de nul idad mencionada, razón por la  cual  la Sala se 

relevará de su anális is  y negará las  pretensiones de la  demanda del  

epígrafe, en los términos ya indicados.  

 

88. En méri to de lo  expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo 

Contencioso Administra tivo, Sección Segunda, Subsección A,  

administrando justicia  en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley,  

 

F A L L A 

 

 

PRIMERO.- NEGAR las pretensiones de la  demanda instaurada en 

ejercicio  del  medio de control  de nul idad por el  señor Carlos Al fonso 

Araujo Castro, en contra de l inciso segundo del  ar tículo  2.2.11.1.7. 

del Decreto 648 del  19 de abri l  de 2017 32, proferido por el presidente 

de la República , de conformidad con las razones expuestas en la  

parte  motiva de esta providencia.  

 

 
31 Fol io 22  cuaderno principal .   
32 «Por el  cual  se modi f ica y adic iona el  Decreto 1083  de 2015, Reglamentario  
Único del  Sector  de la Función Públ ica » 
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SEGUNDO . -  RECONOCER  a  la  abogada Adriana Marcela Ortega 

Moreno, portadora de la  tarje ta  profesional  núm. 273.576 del  

Consejo Super ior de la  Judicatura, para actuar en el  presente 

proceso como apoderada susti tu ta  del  Departamento Administrativo 

de la  Función Pública , en los términos y para los fines del  poder 

otorgado a fol io  78 del  expediente.  

  

TERCERO.- Ejecutoriada esta providencia ARCHIVAR el  

expediente , previas las anotaciones correspondientes en el  

programa «SAMAI». 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La anterior providencia fue considerada y aprobada por la Sala en   

sesión celebrada el  cuatro (4)  de mayo  de dos mil  veinti trés (2023) . 

 

 

GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ 

Consejero de Estado  

 

  

 

JORGE IVÁN DUQUE GUTIÉRREZ 

Consejero de Estado 

 

 

 

RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ VARGAS 

Consejero de Estado  

 


